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INTRODUCCIÓN

Este trabajo considera las interrelaciones entre la conflictividad social en torno a
la gestión de los recursos hídricos y de los servicios de agua y saneamiento y el
ejercicio sustantivo de los derechos de ciudadanía en México. En particular, to-
mamos como ejemplificación empírica el periodo que va de loa años ochenta a
la fecha, aunque también hacemos referencia a los procesos históricos relevantes
que permiten comprender con mayor claridad las distintas dimensiones y facto-
res involucrados en dichas interrelaciones. El sector del agua ha sido sujeto a pro-
fundas transformaciones institucionales en dicho periodo, las cuales a nuestro en-
tender resultan de una serie de procesos vinculados, por una parte, a los cambios
en el modelo de organización del estado y de la economía que han tenido lugar
a nivel global desde fines de la década de los setenta y, por otro, a la necesidad de
dar respuesta a la creciente conflictividad social en torno a la gestión del agua y
de los servicios públicos esenciales de agua y saneamiento en México. En nues-
tra perspectiva, dicha conflictividad, expresada a través de diferentes formas de
acción de la población que van desde la simple demanda burocrática por obte-
ner una conexión a la red de agua hasta acciones violentas que resultan en la des-
trucción de infraestructura y en la pérdida de vidas humanas, forma parte de las
luchas más amplias que buscan la democratización del Estado y el sometimien-
to de la gestión pública al control democrático de la ciudadanía.

En este sentido, uno de los componentes de dichas políticas de cambio ha
sido el de afirmar la necesidad de una mayor participación de la población en la
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gestión del agua y de los servicios que con ella se relacionan. El capítulo exami-
na algunos aspectos del debate acerca de la participación social, así como tam-
bién las formas que la misma asume en la práctica concreta. Uno de nuestros ar-
gumentos centrales es que las explicaciones de la conflictividad social en el sector
del agua derivadas de los modelos dominantes en política pública desde la déca-
da de los ochenta son insuficientes porque los mismos dejan fuera del análisis a
una de las dimensiones explicativas centrales: el carácter social y político que asu-
me la gestión de los recursos hídricos y de sus bienes y servicios derivados. Con-
secuentemente, en dichos enfoques dominantes, los factores clave que permiti-
rían explicar el carácter antagónico que asume la relación entre la población y
las instancias de gestión del agua y de sus servicios relacionados se ven reducidos
a sus aspectos técnico-administrativos y físico-naturales, o se tornan completa-
mente inobservables.

Entre otros ejemplos de lo que acabamos de afirmar, puede mencionarse el
argumento de que las crisis crónicas y cíclicas que afectan a la gestión del agua
y sus servicios en México, y que se reflejan en niveles elevados de conflictividad
social, pueden explicarse por el hecho de que el agua continuaría siendo tratada
como un bien público y no como un bien económico, privado. La solución aso-
ciada a este argumento ha sido el intento de mercantilizar y privatizar los recur-
sos hídricos y sus servicios asociados. En nuestra perspectiva, este argumento se
basa en una serie de presunciones con débil fundamento teórico y que carecen
de base empírica. Por otra parte, desde una perspectiva teórica alternativa, que se
ciñe con más rigor a la evidencia disponible, puede afirmarse que las políticas
implementadas desde la década de 1980 a partir de dichos presupuestos no sola-
mente no han producido las soluciones prometidas sino que además han exacer-
bado las desigualdades sociales existentes y, consecuentemente, la conflictividad
social y política en el sector. Desarrollaremos esto con más detalle en el cuerpo
del texto.

Otro argumento que examinamos críticamente es el que propone que la
conflictividad se explicaría por las condiciones hidrogeológicas que afectan a
la gestión de los recursos hídricos en gran parte del país. Aunque por supuesto
no puede minimizarse el peso de los determinantes físico-naturales sobre las
posibilidades y alcance de dicha gestión, estos factores han sido sobrenfatizados,
junto con los aspectos técnicos y económicos, y han dejado de lado lo que en
nuestra perspectiva constituye una de las raíces del problema: la existencia y re-
producción de desigualdades socioeconómicas y políticas que determinan la ex-
clusión de grandes sectores de la población del acceso a los servicios y bienes
esenciales. En este sentido, tal como se demuestra más adelante, el fenómeno de
la “escasez del agua” que frecuentemente se evoca en las explicaciones de la cri-
sis no refleja el hecho de que los volúmenes promedio de agua extraídos y dis-
tribuidos diariamente superan con creces las necesidades mínimas de la pobla-

E. CASTRO, K. KLOSTER Y M. TORREGROSA340

AMC Ag17 Ciudadanía  16/4/94  11:56 am  Page 340



ción. Por ejemplo, en el Área Metropolitana de la Ciudad de México, el volu-
men de agua per capita distribuido diariamente es tres veces superior al recomen-
dado para el consumo doméstico mínimo según estándares internacionales. Esto
demuestra que el propio concepto de “escasez” frecuentemente utilizado es ex-
tremadamente relativo y apoya nuestro argumento de que la escasez real experi-
mentada por millones de mexicanos es antes que nada el resultado de sus con-
diciones de indefensión frente al Estado, a los proveedores de agua públicos y
privados, y a otros actores que ejercen el poder social y económico en la gestión
del agua y de sus servicios.

En relación con esto, las reformas introducidas en el sector del agua en Mé-
xico desde la década de los ochenta han estado orientadas formalmente a rever-
tir los problemas estructurales de ineficiencia e inequidad y han colocado el tema
de la participación social en el centro del debate. Sin embargo, en la práctica el
modelo de participación social promovido desde el Estado no ha dado respues-
ta a las demandas más acuciantes de la sociedad, lo cual ha prolongado las con-
diciones de la conflictividad, las que por otra parte se han visto exacerbadas en
los últimos años por una serie de factores concurrentes. Dentro de este marco,
nuestro trabajo es una invitación a la reflexión sobre las implicaciones de las po-
líticas de reforma en el sector agua para la democratización de la gestión del agua
y sus servicios, a la luz del conocimiento acumulado en las ciencias sociales en
torno a los procesos de participación ciudadana. Como tal, intentamos contri-
buir a la clarificación de las interrelaciones entre la gestión del agua y sus servi-
cios, las formas concretas y empíricamente verificables de participación social en
el sector, y la profundización del ejercicio de derechos sustantivos de ciudadanía
por parte de los mexicanos.

REFORMA INSTITUCIONAL Y PARTICIPACIÓN EN MÉXICO

Históricamente, el Estado ha jugado un rol central en la estructuración de la par-
ticipación social en México, especialmente a través de la intervención estatal en
relación con el movimiento popular. Esto nos sugiere que el análisis de la políti-
ca de reforma del sector del agua dirigido desde el Estado debe prestar atención
a los mecanismos de control y cooptación social que ha empleados tradicional-
mente para conducir la lucha de clases e incidir sobre las formas de participación
popular (Rello, 1990). En este sentido, por ejemplo, al hacer referencia a la par-
ticipación social en los gobiernos locales como una forma de procesar las de-
mandas de la ciudadanía se advierte que históricamente, desde los años cuaren-
ta, se instala una fuerte estructura corporativa y partidaria que logra conducir
dichas formas de participación. De esta manera, el sistema posrevolucionario
creó y se sustentó en una estructura de representación social basada en las rela-
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ciones capital-trabajo, en la cual sindicatos y empresarios se convirtieron en los
principales actores alrededor de los cuales se formuló la política social para los
asalariados. Para las grandes mayorías que no podían tener acceso a los bienes
esenciales por la vía del mercado, las prácticas clientelares se convirtieron en la
única opción y estos procesos contribuyeron a que la instancia municipal, en lu-
gar de representar los intereses del conjunto de la sociedad local, formulara po-
líticas, proyectos y acciones que terminaban beneficiando a los grupos de inte-
rés locales (Ziccardi, 1998, pp. 30-31). En gran medida, la gestión de los recursos
hídricos y el acceso a los servicios de agua y saneamiento se convirtió precisa-
mente en uno de los elementos claves del juego clientelar que ha marcado las
formas de participación social en México.

En los últimos años la sociedad mexicana ha experimentado profundas
transformaciones. Entre los cambios más radicales se encuentran precisamente las
reformas a la legislación de tierras y aguas, orientadas fundamentalmente a crear
el marco legal para la transformación de estos recursos en bienes privados, cuya
distribución pueda confiarse al funcionamiento autorregulado del mercado
(tabla 1). Un objetivo explícito de dicha política ha sido el de terminar con el
modelo clientelar y paternalista que ha caracterizado a las relaciones entre el Es-
tado y la sociedad en México. Estos cambios comienzan en la década de los
ochenta, cuando ya se manifiesta con claridad la decisión del Estado mexicano
de descentralizar la prestación de diversos servicios públicos, en particular el del
agua potable, con lo cual se ponen en marcha una serie de cambios estructura-
les orientados a la creación de derechos de agua privados y a la gestión privada
de los servicios públicos esenciales de agua y saneamiento. El primer paso se dio
en 1980, cuando el gobierno federal entregó a los gobiernos estatales la opera-
ción de los sistemas de agua potable y alcantarillado, que en algunos casos fue
transferida a su vez por los estados a los ayuntamientos.

TABLA 1
CAMBIOS INSTITUCIONALES EN LA GOBERNABILIDAD DEL SECTOR AGUA

Año Acción Consecuencias

1980 Descentralización de los servicios de agua Los servicios pasan de jurisdicción federal a 
potable y alcantarillado estatal y, en menor medida, municipal

1982 Se transfiere la responsabilidad de la Se crea una instancia de federal de 
intervención federal en materia de agua regulación del desarrollo urbano y de la 
urbana e industrial de la SARH a la SEDUE ecología y en ella se localiza la gestión del

agua, particularmente para uso 
urbano-industrial

1983 Se reforma el Art. 115 Constitucional Traspaso de la Federación a los municipios
de la responsabilidad por la prestación de
servicios de agua y saneamiento
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1986 Se reforma la Ley Federal de Derechos Se introducen cuotas. Se comienza a discutir
el tema de la eficiencia y el costo de la ges-
tión del agua

1989 Creación de la CNA dependiente de la SARH Instancia que tendrá a cargo la gestión inte-
gral del agua1

1990 Se reforma la Ley Federal de Derechos Actualización de las cuotas en el uso del agua

1991 Se reforma la Ley Federal de Derechos Cobro por descarga de aguas residuales con-
taminadas

1992 Reforma al Art. 27 constitucional Liberación de los mercados de tierra y agua

1992 Promulgación de la Ley de Aguas Posibilidad de dar lugar a la iniciativa 
Nacionales2 privada

1993 Registro Público de Derechos de Agua Se inscriben los títulos de concesión,
(Repda) asignación y permisos para los derechos de

agua (creación de mercados de agua)

1999 Reforma del Art. 115 constitucional Libera aún más el mercado de agua, traspasa
poder de concesión del Estado a los 
municipios

Con las reformas legales de 1992 se crean y consolidan los mecanismos diseña-
dos para transferir la construcción, administración, distribución y conservación
de los recursos hídricos a las instancias sociales y privadas, luego de un largo peri-
odo de centralización estatal de los servicios. Las reformas a la ley también for-
talecieron la política de modernización del sector hidráulico, iniciado desde fines
de los años ochenta. Conjuntamente, se profundizaron las políticas de descentra-
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1 En un primer momento, la CNA nace como órgano desconcentrado de la Secretaría de Agri-
cultura y Recursos Hidráulicos; sin embargo, en 1994 se constituye en órgano desconcentrado de
la recién creada Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) que se
transforma en el 2000 en la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat).Véase
Axel Dourojeanni, 2001, CNA, 2001.

2 En 1992, después de la significativa reforma constitucional, se promulgó la Ley de Aguas
Nacionales como reglamentaria del Artículo 27 “que sostiene como objetivos fundamentales la ad-
ministración integral del agua; la mayor participación usuaria y privada en el financiamiento, cons-
trucción y operación; la seguridad jurídica sobre los aprovechamientos, y el desarrollo integral sus-
tentable del agua, sus bienes y sus servicios.” Por lo que respecta a la participación de empresas
privadas, la ley ofrece el marco jurídico base para su participación en obras y proyectos hidráuli-
cos que sean responsabilidad del Gobierno Federal. La ley considera la posibilidad de que la ini-
ciativa privada participe en el financiamiento, construcción y operación de infraestructura hidráu-
lica federal, así como en la prestación de los servicios correspondientes. Esta legislación representa
un cambio central en relación con la anterior en materia de agua, porque precisa las responsabili-
dades gubernamentales en la materia y porque señala que el esfuerzo del sector público se puede
complementar con la participación e inversión privadas, con el financiamiento, construcción y
operación de infraestructura hidráulica federal.

Fuente:Torregrosa et al. (2003).
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lización y participación privada en el sector, reorientando de manera radical el
papel de las instituciones públicas en el manejo y administración del recurso. En
este contexto se llevó a cabo la transferencia de los distritos de riego a los usua-
rios de los mismos. Los distritos se dividieron en módulos de riego de acuerdo
a la red secundaria, redes y caminos y en cada uno de ellos se constituyó una
Asociación de Usuarios a los que la Comisión Nacional del Agua (CNA) otorgó
un Título de Concesión de Agua y de Uso de la Infraestructura. Actualmente,
existen alrededor de 309 asociaciones, que operan el servicio para riego en la red
secundaria y parcelaria y 6 Sociedades de Responsabilidad Limitada, que operan
la red primaria, en las que se agrupan 316 000 usuarios organizados, en una su-
perficie de 2 386 809 ha.1

En el caso del agua para uso urbano-industrial, la transformación no ha si-
do menos radical. En este sector se ha acentuado un proceso de descentraliza-
ción de las instancias federales hacia las entidades federativas y la conformación
de instancias a nivel regional. Por otro lado, se modificaron las funciones de los
organismos operadores de agua potable y alcantarillado y sus instancias de admi-
nistración. Así mismo se instrumentaron distintas formas de concesión a la ini-
ciativa privada, por ejemplo la concesión del servicio en los casos de Aguasca-
lientes, Cancún y Puebla, la contratación de servicios en el Distrito Federal, y las
concesiones a empresas paramunicipales, como es el caso de la ciudad de Salti-
llo. Por una parte, el modelo buscaba superar la crisis financiera del sector públi-
co para la construcción de la infraestructura hidráulica mediante la incorpora-
ción del capital privado y, por el otro, la creación de nuevos espacios de gestión
y concertación de intereses con la incorporación de componentes sociales y pri-
vados, ya no exclusivamente estatales, como es el caso de las Asociaciones de
Usuarios de los Distritos de Riego, los Consejos de Cuenca, o los Comités de
Solidaridad para la dotación de servicios de agua potable o drenaje.

Las reformas a la Ley de Aguas Nacionales buscaban consolidar a la CNA co-
mo organismo descentralizado y autónomo con el objetivo de implementar me-
canismos institucionales que permitan aumentar la eficiencia distributiva en la
gestión de los recursos hídricos mediante la asignación de derechos de propie-
dad privados sobre el agua y mediante un sistema de precios que incentive la in-
versión. En el nuevo modelo de gestión propuesto, aun cuando el agua sigue
siendo un bien del dominio público de la federación a cargo del gobierno fede-
ral, los usuarios tendrían un mayor espacio de gestión bajo la supervisión de la
CNA. Por ejemplo, el otorgamiento de títulos privados de propiedad sobre el agua
busca la creación de mercados de agua, en los cuales se espera que la competen-
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últimos años se han acelerado con la instalación del Registro Público del Agua.

AMC Ag17 Ciudadanía  16/4/94  11:56 am  Page 344



cia entre distintos usos introduzca incentivos para aumentar la eficiencia en la
asignación del recurso. Este modelo busca establecer nuevas bases para refundar
la relación entre la sociedad y el estado en la gestión de los recursos hídricos, a
través de la cual la CNA se plantea el reto de promover una mayor participación
de los usuarios y una nueva cultura del agua ya no basada en el usuario como
derechohabiente de un Estado paternalista sino como propietario privado y con-
sumidor de los bienes y servicios asociados con el agua.

Ahora bien, cabe señalar que las transformaciones esperadas a partir de las
reformas institucionales mencionadas no se han materializado aún, mientras que
problemas cruciales tales como la conflictividad social por el recurso y sus servi-
cios se han incrementado de manera significativa en los últimos años. En par-
ticular, a medida que se acelera la expansión urbana, junto con ella crece la pre-
sión social por el recurso y los servicios con una demanda cada vez más fuerte
por mayor participación por parte de la población. Las respuestas del estado a esta
demanda creciente han asumido formas diversas. Por una parte, la CNA ha
comenzado a impulsar un modelo de gestión integral de los recursos hídricos,
en afinidad con el consenso predominante en el campo internacional sobre la
materia (el modelo de Integrated Water Resources Management, IWRM), en el
cual la participación ciudadana ocupa formalmente un lugar central. Como par-
te de esta política se crea el Movimiento Ciudadano por el Agua (Padua, 2002),
una institución que busca promover la educación de la población y contribuir a
establecer una nueva cultura del agua y que ha dado lugar a una serie de ini-
ciativas tales como el Consejo Consultivo del Agua y los Consejos Ciudadanos
Estatales, que se han venido a sumar a las asociaciones de usuarios, las ONG, y
otras instancias preexistentes, y que actúan en distintos niveles de coordinación
con el Estado a través de la propia CNA, la Semarnat, la SEP, y la Secretaría de
Salud entre otros.

Por ejemplo, aunque el Consejo Consultivo del Agua se crea originalmente
en marzo del año 2000 a partir de iniciativas del ejecutivo, en un acto formal
que se llevó a cabo por el propio presidente de la República, el mismo es una
organización de la sociedad civil que poco a poco atrajo el interés de un grupo
de personas e instituciones altamente reconocidas y que tienen una especial
preocupación por el cuidado y la conservación del agua. El Consejo esta cons-
tituido por asociaciones como ANEAS, el Consejo Nacional de la Publicidad, ins-
tituciones educativas como el TEC de Monterrey y la UNAM, y su papel princi-
pal es el de servir como organismo de apoyo consultor para la CNA. Esto significa
que hay una labor constante y permanente de coordinación que se puso de ma-
nifiesto, por ejemplo, durante la elaboración del Programa Nacional Hidráulico
en la cual miembros del Consejo Consultivo participaron activamente. Otras ta-
reas del Consejo incluyen actividades de apoyo al proceso de cambio estratégi-
co en el sector, a través de campañas publicitarias con el objeto de sensibilizar y
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concientizar a la población en relación con la situación de los recursos hídricos
en el país. Un esquema muy parecido se maneja a nivel de los estados por los
Consejos Ciudadanos del Agua, los cuales también tratan de asumir un papel si-
milar en los ámbitos locales y regionales.

Es importante resaltar, sin embargo, que aunque estas iniciativas reflejan cier-
tamente la preocupación por avanzar en el proceso de reforma del sector am-
pliando los espacios de participación social, el concepto de participación implí-
cito en estas instancias sólo da cuenta parcial de las formas de participación social
existentes en la práctica cotidiana de la gestión del agua y sus servicios. Por afue-
ra de los canales institucionales, históricamente altamente restringidos en rela-
ción con el acceso por parte de la población, existe una amplia gama de formas
mediante las cuales la población ha venido expresando sus preferencias y deman-
das y que suelen quedar fuera del alcance de las instancias de participación creadas
y promovidas desde el estado. Examinemos brevemente un aspecto importante
de dichas formas de participación, que tiene que ver con la conflictividad social
en torno al agua y sus servicios.

LUCHA POR EL AGUA Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN MÉXICO

En nuestra investigación sobre conflictividad en torno al agua y sus servicios
(Torregrosa Armentia, 1988-1997; Castro, 1992, 1998) identificamos un amplio
rango de iniciativas de la población, que van desde la presentación de demandas
pacíficas ante las autoridades hasta confrontaciones violentas que terminan en la
destrucción de infraestructura y en la pérdida de vidas humanas. Estos hechos
fueron identificados a partir del análisis de informes de prensa durante el perio-
do 1985-1992, que arrojaron un número de alrededor de 2000 casos en la cuen-
ca de México solamente. No podemos tratar los detalles aquí por razones de es-
pacio, pero cabe señalar que el estudio cubre, además de las causas de la
movilización que comentamos a continuación, los actores de las acciones, los
destinatarios de la movilización (en gran medida individuos o instituciones per-
cibidos por los actores como responsables por la situación que justifica su ac-
ción), los instrumentos de acción empleados y las consecuencias del hecho, es
decir, el resultado objetivo de las confrontaciones registradas.

Las causas de los hechos son muy variadas y pueden agruparse en tres gran-
des temas: a) condiciones básicas de acceso a los servicios, que incluye acciones
para superar los obstáculos (legales, administrativos, técnicos, etc.) al acceso tanto
al servicio formal (por ejemplo, la conexión a la red de agua o de saneamiento)
como al semiformal e informal (por ejemplo, servicios de pipas municipales o
privados), b) estándares de servicio, que incluye problemas como la interrupción
del servicio, falta de mantenimiento, incrementos de precios, ineficiencia admi-
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nistrativa, abuso y especulación por parte de los piperos, etc., y c) aspectos socio-
políticos que tienen que ver con la gobernabilidad del recurso y los servicios, ta-
les como disputas en torno a la extracción de recursos hídricos, confrontaciones
sobre el control de sistemas de agua, etc. La tabla 2 ilustra el peso relativo de es-
tas distintas categorías.

TABLA 2
CAUSAS DE LOS HECHOS POR EL AGUA-AMCM 1990-1992 

(porcentajes comparativos)

Distrito Federal Municipios Total

Acceso 32.1 28.2 30.0
(165) (271) (436)

Estándares 58.6 55.8 56.8
(301) (525) (826)

Aspectos 9.3 15.4 13.3
sociopolíticos (48) (145) (193)
Total AMCM 100 100 100

(514) (941) (1455)

Por su parte, los instrumentos empleados para llevar a cabo estas acciones pue-
den agruparse también en cinco grandes categorías: demandas, denuncias, movi-
lización y paradas, amenazas de acción directa, y acciones directas (tabla 3). Las
formas más comunes son la demanda y la denuncia, que involucran diferentes
grados de antagonismo. La demanda normalmente se dirige a las autoridades o
a las empresas de agua y saneamiento locales, por ejemplo para pedir la conexión
o la restauración del servicio.

TABLA 3
INSTRUMENTOS EMPLEADOS POR LOS ACTORES-AMCM 1990-1992 

(porcentajes comparativos)

Distrito Federal Municipalidades Total

Demandas 5.3 5.3 5.3
(14) (24) (38)

Denuncias 80.3 66.5 71.6
(212) (302) (514)

Movilizaciones/paradas 7.2 10.6 9.3
(19) (48) (67)

Amenazas 5.7 9.3 7.9
(15) (42) (57)

Acciones directas 1.5 8.4 5.9
(4) (38) (42)

Total AMCM 100 100 100
(264) (454) (718)
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Cuando el canal de la demanda formal fracasa, los actores frecuentemente recu-
rren al segundo tipo de instrumento, las denuncias, que pueden ser dirigidas a las
autoridades o a la prensa, y que tienen el objetivo de aumentar la presión y atraer
la atención de la opinión pública para obligar a las autoridades a tomar una
acción. Las denuncias son muy frecuentemente acompañadas por movilizacio-
nes, paradas, y otras formas de demostración pública pacífica. Los otros instru-
mentos, la amenaza y la acción directa, obviamente representan una escalada en
la confrontación y frecuentemente son el resultado, de acuerdo a los casos regis-
trados, de la falta de atención a las demandas, lo cual en el periodo estudiado
ocurría por largos espacios de tiempo. Estas acciones incluyen desde formas de
desobediencia civil, tales como el no pago de las facturas del servicio o de im-
puestos, hasta acciones más sustantivas como el bloqueo de rutas, la ocupación
de edificios, el secuestro de empleados municipales o de las empresas de agua
y saneamiento o la destrucción de propiedad (vehículos, infraestructura, etc.).
Según los registros de la prensa utilizados, a veces estas acciones también han
derivado en la pérdida de vidas humanas, normalmente como resultado de la
represión por parte de la fuerza pública u otros actores armados.

Es importante destacar que mientras que la mayor parte de los hechos pro-
ducidos por usuarios domésticos tiene lugar abiertamente, en el espacio público,
y por lo tanto son frecuentemente criminalizados, estigmatizados, o reprimidos
por la fuerza pública, las acciones de grandes usuarios (por ejemplo industriales
y comerciales) permanecen normalmente ocultas al escrutinio público. Por
ejemplo, las actividades de lobby y presión política por parte de grandes usuarios
de agua lograron demorar y finalmente debilitar el estricto código legal origi-
nalmente aprobado para castigar la extracción ilegal de agua y la falta de cum-
plimiento con las regulaciones en materia de descargas de agua residual no tra-
tada. En el primer caso, en 1991 la Comisión Nacional de Agua había anunciado
que aplicaría el rigor de la ley a los usuarios clandestinos de agua en el país, lo
cual bajo la Ley Federal de Aguas de 1972 vigente implicaba la pena de prisión
(véase, por ejemplo, Uno más Uno, 1991 y El Universal, 1991). Sin embargo, co-
mo resultado de las actividades de lobby y de la presión política, las autoridades
prontamente cambiaron su actitud por un enfoque más tolerante hacia la ilega-
lidad. Este emblandecimiento fue posteriormente formalizado a través de un
Decreto Presidencial el 11 de octubre de 1995, que otorgó una amnistía a los
usuarios ilegales. Un segundo decreto, emitido el 11 de octubre de 1996, exten-
dió aún más la amnistía para cubrir a nuevas categorías de usuarios ilegales
(Diario Oficial de la Federación, 1995 y 1996). En el segundo caso, los usuarios in-
dustriales también lograron introducir cambios sustanciales a la regulación de
afluentes a cargo de la Semarnap, y obtuvieron una considerable reducción de los
estándares requeridos inicialmente. Esta degradación de la regulaciones para
el desecho de agua residual en respuesta a las presiones del lobby industrial tuvo
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repercusión internacional y atrajo la oposición de grupos ambientalistas y de lob-
bies estadounidenses que acusaron a México de “rebajar los estándares ambienta-
les con el objeto de atraer o retener inversiones” (BorderLines, 1995).

Los ejemplos anteriores sirven para ilustrar no solamente las múltiples face-
tas de la conflictividad social en torno a la gestión del agua y sus servicios sino
también las diversas formas de participación social existentes, a través de las cua-
les los usuarios y sus organizaciones han buscado consistentemente reorientar di-
cha gestión. En este contexto, como vimos al comienzo del capítulo, las refor-
mas introducidas a partir de la década de los ochenta buscaron otorgar al Estado
mexicano un papel más efectivo en el ejercicio del control estratégico de los re-
cursos hídricos, destacándose la creación de la Comisión Nacional del Agua
(CNA) en 1989 como organismo federal a cargo del manejo integral de los re-
cursos. Una de las líneas de política centrales instituidas en el proceso fue la de
promover la participación social en la gestión del recurso y de los servicios, así
como también en la resolución de los conflictos, en reconocimiento de la nece-
sidad de constituir un espacio de legitimidad para asegurar el éxito de las refor-
mas. Ahora bien, uno de los obstáculos más importantes enfrentados por esta
política, en nuestra perspectiva, ha sido que la misma se ha fundamentado en un
concepto de participación instrumental, en la que se ha ignorado el carácter
sociopolítico de la relación entre el Estado y la población. Por una parte, se ha
intentado redefinir al usuario como consumidor y al ciudadano como cliente
comercial que ya no posee un derecho al agua como bien esencial garantizado
por el Estado sino que debe adquirir el agua como una mercancía más entre
otras en el mercado. Por otra parte, en este modelo la participación social ha si-
do entendida como obediencia esperada por parte de la población a las decisio-
nes tomadas por los expertos técnicos y financieros a cargo de las reformas y en
gran medida, las iniciativas de promoción de la participación social han limitado
la misma a la formación de instancias consultivas formadas por notables y por
instituciones respetables que no bastan para dar cuenta de la enorme compleji-
dad expresada a través de las formas de participación social más autónomas que
surgen de la sociedad. Por esta razón, puede afirmarse, los niveles de conflictivi-
dad ilustrados anteriormente, y que han continuado con posterioridad al perio-
do de nuestro estudio, sugieren fuertemente que el concepto de participación,
implícito en la política de reforma, no permite comprender la complejidad del
proceso real de participación de la población en la gestión del recurso y de sus
servicios. En realidad, los usuarios han demostrado una gran capacidad para obs-
taculizar, oponerse y modificar el curso de las reformas, no sujetándose al papel
de consumidores y clientes y asumiendo una lucha activa, no siempre conscien-
te de sus verdaderos alcances, con profundas consecuencias para la democratiza-
ción de la gestión en el sector del agua.
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Aunque muchas de las formas concretas que asumen las acciones de la po-
blación están lejos del ideal de participación democrática civilizada, el proceso
debe analizarse en el contexto de las condiciones que el sistema político ofrece
a la población para la expresión y canalización de sus preferencias y decisiones.
Los procesos de exclusión de los sectores más desfavorecidos de la población y
la persistencia de modelos tecnocráticos de gestión que interpelan a los usuarios
en tanto consumidores y clientes y dejan de lado su carácter de ciudadanos con
derechos, exacerban las condiciones de conflicto preexistentes y profundizan la
incertidumbre en relación a los riesgos que enfrenta la población en relación con
la gestión de los recursos hídricos y los servicios públicos esenciales.

LA CONFLICTIVIDAD SOCIAL EN LA GESTIÓN DEL AGUA Y SUS SERVICIOS

La conflictividad en torno a la gestión de los recursos hídricos y de sus bienes y
servicios relacionados es un fenómeno que obviamente trasciende el escenario
mexicano. En este sentido, la expectativa de que los conflictos en torno a la
distribución y asignación de los recursos hídricos pasarán a “formar parte del
paisaje del siglo XXI” se ha convertido en una preocupación prioritaria para la
comunidad internacional.2 En relación con esto, durante las últimas décadas
expertos en seguridad internacional han venido señalando que el agua puede
igualar o incluso superar al petróleo como fuente potencial de conflictos (Gleick,
1993). Hay razones importantes que apoyan este enfoque, tales como el hecho
de que los recursos de agua dulce se encuentran distribuidos en forma muy de-
sigual e irregular en el planeta, con grandes regiones que sufren de extrema es-
casez de agua. Se estima que menos de una decena de países controlan cerca de
60% del agua dulce del planeta, mientras que alrededor de 300 cuencas fluviales
y lacustres y un gran número de acuíferos subterráneos tienen jurisdicción com-
partida por dos o más países, lo cual genera condiciones de gran complejidad e
incertidumbre en la gobernabilidad de la gestión de dichos recursos (Ohlsson,
1992; Samson y Charrier, 1997).

Ahora bien, la incertidumbre más extrema que se plantea es la de si existe
suficiente agua dulce en el mundo para satisfacer las necesidades de todos los
seres humanos. En particular, el agua necesaria para la agricultura, que actual-
mente da cuenta de 70% del consumo mundial de agua dulce, constituye un tre-
mendo desafío: por un parte, se estima que el mantenimiento de la seguridad
alimentaria demandará un incremento en la extracción de agua estimado entre
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el 15 y 20% hasta el año 2025, mientras que al mismo tiempo se considera que
para frenar el proceso de desertificación y preservar recursos hídricos actual-
mente en peligro se debería reducir la extracción de agua en aproximadamente
20% durante el mismo periodo. Es difícil avizorar cómo, dado el estado actual
del conocimiento y la tecnología, será posible lograr ambos objetivos en forma
simultánea. Ahora bien, aunque la cantidad total de agua dulce disponible es
ciertamente una cuestión crucial y legítima, un examen más detenido muestra
que la disponibilidad de agua como tal no es el problema más importante y que
probablemente no lo será en el futuro inmediato. Una serie de investigaciones
recientes sugiere que, al menos en términos de volúmenes, existe suficiente agua
fresca en el planeta para satisfacer las necesidades de todos los seres humanos
(Samson y Charrier, 1997). Sobre esta base, se acepta cada vez más el hecho que
la verdadera incertidumbre en relación a la gestión del agua se centra en nues-
tra capacidad para implementar sistemas de control, distribución y acceso al re-
curso y sus servicios derivados que garanticen tanto la legitimidad política co-
mo la eficiencia y la equidad social. Este es un problema crucial, dada la certeza
creciente de que la conflictividad en torno al control de recursos hídricos y el
acceso a ellos persistirá e inclusive aumentará en los próximos años.

Comprensiblemente, existe un cuerpo de literatura creciente sobre “con-
flictos por el agua”, en el cual se tiende a enfatizar los así llamados aspectos “no
militares” de la seguridad internacional (es decir, elementos que pueden conver-
tirse en blancos de la acción militar), entre los cuales los recursos hídricos y las
infraestructuras de gestión del agua ocupan un lugar prominente. Similarmente,
otros autores han explorado la función del cambio medioambiental, sea de ori-
gen antropogénico o no, como causa de conflictos sociales y políticos, en los
cuales el agua también ocupa un lugar central (Homer-Dixon, 1991).Aunque la
mayor parte de esta literatura se ocupa de confrontaciones internacionales en
torno al control y la gestión del agua, también existe una creciente preocupa-
ción con la dimensión intranacional de estos conflictos. Entre otros problemas, a
pesar de los esfuerzos hechos desde la década de los ochenta por la comunidad
internacional,“hoy existen más personas que carecen de agua potable que hace
dos décadas” (Gorbachev, 2000). Dado que el agua es un factor esencial en el
ejercicio del derecho humano universal a “un estándar de vida adecuado para
[…] la salud y el bienestar”3, es evidente que los gobiernos confrontan crecien-
temente la amenaza de conflictos sociales y políticos a partir de las demandas de
la población por un suministro adecuado y regular de agua.

En nuestra perspectiva, este último aspecto del problema —la dimensión in-
tranacional de los conflictos por el agua— ha recibido mucha menos atención
hasta ahora. No obstante, existen contribuciones importantes sobre este tema, in-
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cluyendo por ejemplo la literatura sobre “seguridad del agua”, la cual toma co-
mo uno de sus puntos de partida las bases teóricas y metodológicas desarrolla-
das por la investigación sobre seguridad alimentaria y presta especial atención a
los vínculos y contradicciones entre distintas características del agua: como re-
curso natural, como derecho universal, y como mercancía (Webb e Iskandarani,
1998).Algunos de estos autores examinan las correlaciones entre pobreza, discri-
minación de género y étnica y la carencia de acceso a los servicios de agua y dre-
naje sanitario que afectan a grandes sectores de la población mundial, y siguen
el enfoque de los “derechos ambientales”, el cual se inspira parcialmente en los
trabajos de Amartya Sen sobre las relaciones entre la pobreza y el hambre (Sen,
1981; Mearns, 1995; Gaspar, 1993; Gore, 1993).

En el marco de este debate general, nos interesa destacar la línea teórica que
se sitúa en la convergencia entre la ecología política y la economía ecológica, he-
rederas a su vez de tradiciones clásicas de las ciencias sociales, con su énfasis en
temas de justicia ambiental en relación con conflictos ecológicos distributivos
(Redclift y Benton, 1994; Harvey, 1996; Camacho, 1998; Dobson, 1998; Guha y
Martínez Alier, 2000; Martínez Alier, 2002; Swyngedouw, Kaika y Castro, 2002).
Un elemento fundamental de estos enfoques es que los problemas ambientales
tienen una base profundamente enraizada en procesos socioeconómicos, políti-
cos y culturales y por lo tanto no pueden reducirse a su dimensión tecnológica
o físico-natural. Dentro de este mismo marco, nuestro trabajo enfatiza precisa-
mente el hecho de que a pesar de los formidables avances tecnológicos, para dar
un ejemplo, en los campos de la ingeniería hidráulica o la biotecnología aplica-
da al tratamiento de agua para uso humano, grandes sectores de la población
mundial continúan sufriendo la falta de acceso a este recurso en las cantidades y
calidades requeridas para una supervivencia digna, y esto ocurre inclusive en
áreas donde el recurso abunda.

Como se mencionó previamente, aunque de manera formal la mayor incer-
tidumbre en relación con el agua es si existe suficiente agua dulce en el planeta
para satisfacer las necesidades de todos los seres humanos, en realidad, la cuestión
crucial tiene que ver con la equidad en el acceso al recurso. Es un hecho bien do-
cumentado que inclusive donde existe “suficiente” agua, grandes cantidades de se-
res humanos no logran tener acceso al mínimo necesario para sostener condicio-
nes de vida dignas.4 Tomando las conclusiones de Amartya Sen sobre el problema
análogo del hambre, “la escasez significa que las personas no tienen suficiente
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[…], no significa que no hay suficiente. Mientras que esto último puede ser cau-
sa de lo anterior, lo anterior puede ser el resultado de muchas causas” (Sen, 1981,
p. 1). En la perspectiva de Sen, la clave para comprender por qué la gente padece
de hambre no está en la disponibilidad de alimentos per capita sino más bien en la
capacidad que los individuos y las familias tienen para acceder a los mismos, una
situación que Sen denominó el “problema de la adquisición” (the acquirement pro-
blem, Sen, 1990, pp. 36-37). El argumento de Sen sobre la independencia entre la
producción de alimentos per capita y las hambrunas ilumina el problema análogo
de la relación entre la producción de agua per capita (es decir, agua extraída, trata-
da y distribuida para consumo humano) y la expansión de morbi-mortalidad re-
lacionadas con la falta de agua en calidad y cantidad mínimamente adecuadas.
Avanzando más allá de este debate, la cuestión es que un volumen adecuado de
producción de agua per capita no garantiza que los individuos y las familias ten-
drán un acceso equitativo ¿o siquiera mínimo? a los servicios de agua y sanea-
miento.5

En las sociedades crecientemente urbanas, el agua ha pasado a constituirse
en uno de los bienes de consumo esenciales que los individuos y las familias de-
ben garantizarse para sobrevivir. Por desgracia, el reconocimiento formal del de-
recho al agua, que en fecha reciente ha sido muy apropiadamente adoptado como
un derecho humano fundamental por las Naciones Unidas (UN, 2002), no garan-
tiza un acceso regular a dicho recurso.Tal como ha ocurrido históricamente con
otros derechos, como el derecho al trabajo, a la vivienda o a la salud, que han si-
do incorporados en la carta de derechos ciudadanos de algunos países, dicho
otorgamiento no garantiza a las personas el disfrute permanente de un trabajo
adecuado, de una vivienda digna, o de servicios de agua y saneamiento para to-
da su vida. La transición de los derechos formales al disfrute concreto de los be-
neficios asociados con los mismos está determinada por un gran número de fac-
tores: por ejemplo, las personas pueden ser afectadas por la pérdida temporal o
permanente de sus medios básicos de subsistencia y, consecuentemente, verse
imposibilitadas de ejercer sus derechos en la práctica.
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las cuales son a su vez la causa de recurrentes tensiones y conflictos sociales y políticos (Swynge-
douw, 1995). Esta descripción podría también generalizarse a muchas otras ciudades de países
menos desarrollados.

5 Por ejemplo, el volumen de agua distribuida en el Área Metropolitana de la Ciudad de Mé-
xico alcanza un promedio de 300 litros por persona por día (pppd), bastante más que el estándar
mínimo aceptado internacionalmente de 100 litros pppd. Sin embargo, mientras que en algunos
barrios el consumo de agua pppd supera los 1000 litros en promedio, en amplias áreas de la metró-
polis millones de personas deben conformarse con un promedio de 5-10 litros pppd durante largos
periodos, a lo cual debe agregarse que el agua que reciben es frecuentemente inadecuada para el
consumo humano (Castro, 2002). 100 litros pppd es el volumen considerado mínimamente adecua-
do para satisfacer necesidades básicas tales como beber, lavarse y cocinar (Clarke, 1991, p. 19).
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En gran medida, la vulnerabilidad de las poblaciones humanas con respecto
a las incertidumbres y peligros relacionados con la gestión del agua y sus servi-
cios está íntimamente asociada a las condiciones de desigualdad que afectan a
grandes sectores sociales. Como lo expresara sarcásticamente uno de los prota-
gonistas de las luchas urbanas por el agua que nos ha tocado en suerte estudiar
en la cuenca de México, “en algunos barrios la estación seca ha durado ya más
de quince años” (Metrópoli, 1989; véase también Restrepo, 1995). Claramente, la
escasez crónica de agua a la que millones de personas se ven sometidas por lar-
gos periodos no es el producto “natural” del ciclo hidrológico, sino que es más
bien el resultado del carácter social que asumen los procesos físico-naturales. En
este sentido, a pesar del enorme avance tecnológico alcanzado en el campo de la
gestión del agua, la producción y reproducción de desigualdades sociales arrai-
gadas continúa siendo un factor determinante de la incertidumbre que enfrenta
la especie humana en relación al agua. Dicha incertidumbre, en nuestra perspec-
tiva, halla su expresión más transparente en los procesos de confrontación y lucha
social y política en torno a la distribución y acceso a dicho recurso y sus servi-
cios. Esto, por otra parte, nos confronta con una serie de cuestiones en torno a
las relaciones entre la gestión del agua, la ciudadanía, y la participación, que ex-
ploramos a continuación.

AGUA Y CIUDADANÍA: LOS VÍNCULOS

La relación entre, por una parte, el acceso a los recursos hídricos y a los servicios
públicos esenciales de agua y saneamiento y, por otra parte, el ejercicio de los de-
rechos de ciudadanía, que implica fundamentalmente el derecho a participar ple-
namente en la vida social y política de la comunidad, tiene varias facetas. En pri-
mer lugar, cabe mencionar el carácter de bien público y de derecho universal
que el acceso al agua para consumo humano esencial ha tenido y tiene en dis-
tintas culturas, y que ha sido heredado por los sistemas de derechos ciudadanos
modernos. En el caso particular de México puede mencionarse como ejemplo
la legislación de aguas colonial española, que es el antecedente directo de la le-
gislación mexicana de aguas moderna, la tradición legal árabe, que ejerció una
influencia crucial en la legislación española de aguas, y las tradiciones precolom-
binas en relación con el manejo del recurso (Glick, 1970; Meyer, 1997). Poste-
riormente, el principio de bien público esencial y universal del agua para uso
humano se incorporó en la Constitución revolucionaria de 1917, en la cual se
estableció formalmente la universalidad en el acceso al agua y a la tierra para
todos los mexicanos (Lanz, 1982; Farías, 1993). A escala global, este carácter de
derecho universal y transgeneracional del acceso al agua para usos humanos
esenciales se confirmó en la Conferencia del Agua de las Naciones Unidas en
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1977, que declaró que toda persona “tiene el derecho al acceso a agua potable
en cantidad y calidad equivalentes a sus necesidades básicas” (ONU, 1977). Y
más recientemente, las Naciones Unidas han declarado que el agua es “un bien
público fundamental para la vida y la salud. El derecho humano al agua es indis-
pensable para vivir una vida en dignidad humana. Es un prerrequisito para la rea-
lización de otros derechos humanos” (ONU, 2002). Estos aspectos del acceso al
agua y a sus servicios esenciales derivados están íntimamente entramados con el
desarrollo de los derechos civiles y sociales de la ciudadanía en su concepción
moderna occidental. Por otra parte, existe también otro vínculo fundamental en-
tre agua y ciudadanía, que involucra la gobernabilidad de los recursos hídricos y
de los servicios de agua y saneamiento, ya que la misma se encuentra íntimamen-
te entretejida con el ejercicio del derecho ciudadano básico a participar en las
decisiones que tienen que ver con la gestión pública de la vida comunitaria,
incluyendo la gestión de los recursos naturales y de los servicios públicos esen-
ciales. El ejercicio de los derechos políticos de la ciudadanía implica, entre otros
aspectos, la participación activa de los ciudadanos en las decisiones relativas al
control y distribución de los recursos y servicios, lo cual requiere entre otras
condiciones la existencia de instituciones y prácticas que garanticen la legitimi-
dad política y el control democrático de dicha gestión.6

Ahora bien, notoriamente, el reconocimiento formal del derecho al agua no
ha garantizado el acceso de la población al recurso y a sus servicios derivados.
En realidad, dicho acceso continúa siendo negado a una gran proporción de la
población humana, mientras que la morbi-mortalidad relacionada con el agua si-
gue siendo una de las mayores causas de sufrimiento. Se estima que más de cin-
co millones de personas mueren anualmente por causa de enfermedades preve-
nibles relacionadas con el agua (Comisión Europea, 2002; Organización
Mundial de la Salud, 2003), mientras que alrededor de 1 100 millones de perso-
nas (17% de la población mundial) no tiene acceso a servicios de agua potable y
2 400 millones (40% del total) no cuenta con servicios sanitarios básicos (Comi-
sión Europea, 2002b). México no es una excepción a esto, y según los expertos
del sector salud durante la década de los noventa, inclusive en el Área Metropo-
litana de la Ciudad de México, las enfermedades relacionadas con el agua, tales
como diarreas, cólera, viruela, y malaria seguían siendo causas de muerte aunque
oficialmente las mismas habían sido declaradas como erradicadas ( Jiménez Or-
nelas, 1995, pp. 26-27; Cifuentes et al., 1999).

Esto ilustra claramente las contradicciones existentes entre la enunciación
formal de derechos ciudadanos, tal como el derecho al agua, y las prácticas con-
cretas que de hecho anulan la posibilidad de un ejercicio efectivo de los dere-
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chos por parte de amplios sectores de la población. En este sentido, México pre-
senta un ejemplo clásico dado que aunque el derecho al agua y la responsabili-
dad del estado para garantizar servicios públicos esenciales se instituyeron en la
Constitución de 1917, en la práctica el desarrollo del país se caracterizó por una
“dinámica interna de la desigualdad” (González Casanova, 1965, p. 87) que ex-
cluyó a amplios sectores del ejercicio efectivo de sus derechos ciudadanos. En es-
te sentido, cabe señalar que la universalización de los servicios de agua y sanea-
miento no constituyó una prioridad de política pública hasta bien entrados los
años setenta (Wilkie, 1967, p. 169; Perló Cohen, 1989), y todavía hoy a comien-
zos del siglo XXI la promesa revolucionaria de acceso universal y control demo-
crático sobre los recursos hídricos y sus servicios relacionados continúa siendo
una promesa incumplida.

Este proceso de exclusión, por su parte, ha sido correspondido históricamen-
te con procesos de lucha por parte de la población, la cual ha recurrido a una
amplia gama de acciones de protesta y presión en relación con la gestión del agua
y sus servicios. Estas luchas de la población han tenido lugar en el contexto de
una creciente movilización en torno a problemas urbanos y ambientales, un pro-
ceso que tomó gran fuerza a partir de los grandes desastres ocurridos en la Área
Metropolitana de la Ciudad de México a mediados de la década de los ochen-
ta, las explosiones de San Juanico en 1984 y los terremotos de 1985. Estos he-
chos contribuyeron significativamente a la toma de conciencia por parte de la
población de su indefensión en relación con los riesgos derivados del manejo de
los recursos naturales y de la gestión urbana, incluyendo los servicios públicos
esenciales. Esta toma de conciencia se ha manifestado, entre otras formas, en una
amplia movilización social en torno a estos temas en la cual el agua y sus servi-
cios han ido cobrando una importancia fundamental.

PARTICIPACIÓN Y GOBERNABILIDAD EN LA SOCIEDAD DEL RIESGO

Existe una amplia literatura reciente que trata el tema de la participación ciuda-
dana en relación con las transformaciones introducidas en el campo de la ges-
tión de los recursos naturales y de servicios públicos esenciales. En buena medi-
da, esta literatura se ha centrado en los procesos que se pusieron en marcha
mediante las políticas de desregulación, liberalización y privatización de la ges-
tión de recursos naturales y servicios públicos desde mediados de los años
ochenta.Algunos autores han descrito estas transformaciones como el pasaje des-
de un modelo basado en el “monopolio estatal”, que caracterizó las políticas de
desarrollo y gestión hasta fines de la década de los setenta, hacia un “pluralismo
pragmático” en el que una amplia gama de actores participan democráticamen-
te en la gestión de los bienes y servicios esenciales para la vida social (Esman,
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1991). Posiblemente, uno de los elementos clave en esta literatura —inspirada
largamente en la perspectiva neoliberal sobre la reforma del Estado aunque no
reductible al marco de pensamiento neoliberal—7 ha sido el reconocimiento del
carácter multiescalar y multisectorial de los regímenes de gestión.

De acuerdo con estos autores, el sistema de gobernabilidad democrático in-
cluye las formas clásicas de autoridad estatal (organizadas jerárquicamente), pero
también incorporan las formas de gestión características de los sectores privado
(competencia mercantil) y voluntario (participación social) (PNUD, 1997; Pic-
ciotto, 1997).8 En este sentido, el modelo de la gobernabilidad democrática y
plural consistiría en una combinación de estructuras jerárquicas, dinámicas par-
ticipativas, acción asociativa y mecanismos de mercado, y estaría basado princi-
palmente en una cultura de diálogo, negociación, ciudadanía activa, subsidiarie-
dad y fortalecimiento institucional (Comisión Europea, 2001). En el discurso
más corriente, este modelo de la gobernabilidad es frecuentemente presentado
como un sistema ideal, basado en una simetría de poder entre el estado, el mer-
cado y la sociedad civil (figura 1). Este modelo idealizado se encuentra en la base
de las nociones de “sociedad público-privada” y “sociedad tripartita” (en referen-
cia a sociedades entre el sector público, el privado y la sociedad civil) que se han
empleado crecientemente a partir de la década de los años noventa para referir-
se a la gestión de servicios públicos esenciales.

FIGURA 1. La estructura de gobernabilidad idealizada.
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7 Para una consideración de perspectivas alternativas sobre “gobernabilidad” en relación con
la gestión del medio ambiente, véase Lafferty et al. (1996), Hanf y Jansen (1998) y Pierre (2000).

8 Véase también el concepto de “gobernabilidad de intereses” propuesto por Streeck y Sch-
mitter en relación con lo que estos autores consideran un cuarto modelo de orden social, el mo-
delo asociativo, el cual funciona conjuntamente con las características tradicionales del Estado
( jerarquía), la comunidad (dinámicas participativas) y el mercado (la libre competencia) (Streeck y
Schmitter, 1985). También véase el concepto de “arreglos institucionales policéntricos” aplicado
por Elinor Ostrom et al., a la gestión de los recursos naturales (Ostrom, 1990).
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Cabe recordar que este debate surge asociado a la crisis de representatividad de
las democracias liberales que se plantea a partir de la década de los años sesenta
con la irrupción de poderosos movimientos sociales que emergen a la escena
pública reivindicando nuevas formas de “hacer política” y de expresar sus inte-
reses, cuestionando la ineficiencia de la burocracia estatal y la existencia de desi-
gualdades sociales crecientes en un contexto de crisis económicas sin preceden-
tes. Una de las respuestas a esta crisis de legitimidad estatal ha sido la política de
descentralización del Estado en asociación con la promoción de formas de par-
ticipación ciudadana originales en un esfuerzo por compensar el fracaso de los
canales tradicionales de representación y participación política. En este sentido,
las políticas estatales de descentralización y de fomento a la participación ciuda-
dana pueden interpretarse como un intento de relegitimar el sistema democrá-
tico canalizando la presión social en aumento hacia la construcción de formas
estatales más incluyentes. Algunos autores han sugerido que las principales ten-
dencias que derivaron en esta crisis de legitimidad y eficacia del Estado habrían
sido la declinación de las instituciones de mediación política y social, lo que ha-
bría contribuido a erosionar las fuentes tradicionales de formación de consenso,
por un lado, y por otro, la percepción negativa del ascenso y consolidación de
una burocracia estatal con elevado poder discrecional en las décadas de posgue-
rra. De este modo y en teoría, la promoción de la participación ciudadana ofre-
cería una alternativa al modelo paternalista preexistente, involucrando a los ciu-
dadanos tanto en la gestión como así también en el financiamiento de los
servicios públicos, contribuyendo de esta forma a dar respuesta a la crisis políti-
ca y fiscal del estado de bienestar (Cunill, 1991, pp. 10-15). Desde otro ángulo,
este enfoque top down de la participación ciudadana aparece también vinculado
a las estrategias de “achicamiento del Estado” impulsadas por las políticas de des-
regulación, liberalización y privatización que han sido implementadas desde la
década de los ochenta. En este contexto, dichas políticas se han presentado co-
mo consustanciales a la democracia y al proceso de democratización del Estado,
ya que las mismas permitirían en teoría la ampliación del campo de derechos y
libertades, la progresiva incorporación de los sectores excluidos o marginados a
las instituciones representativas y un mayor control y participación populares en
la actuación de las administraciones públicas.

Ahora bien, no puede dejarse de lado el carácter central de los procesos de
lucha social que han dado lugar a estrategias alternativas, muchas veces contra-
dictorias, a este modelo idealizado de la gobernabilidad. En conexión con esto,
un aspecto crucial del debate actual sobre la gobernabilidad en general, y sobre
la gobernabilidad de recursos naturales y servicios públicos esenciales en particu-
lar, es la relación entre la toma de conciencia creciente por parte de la población
acerca de las “incertidumbres fabricadas” que caracterizan lo que el sociólogo
Ulrich Beck ha conceptualizado como la “sociedad del riesgo” contemporánea
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(Beck, 1992a,b; 1998) y las modalidades que asume el ejercicio de los derechos
de ciudadanía, un espacio en el que se ha dado una inflación de formas que aho-
ra también incluyen los derechos “tecnológicos”, “ecológicos”, y “medioam-
bientales” entre otros (Frankenfeld, 1992; Steenbergen, 1994; Newby, 1996;
Mehta, 1998). El debate ha contribuido a la mayor especificación y expansión de
las categorías tradicionales de la ciudadanía tal como fueran establecidas por el
sociólogo británico T. H. Marshall9 para incluir el derecho a la información y al
consentimiento informado, además del derecho a la participación ciudadana en
estos temas.

Existe una serie de cuestiones que pueden plantearse en el marco de este de-
bate. Si el riesgo tiene que ver con la toma de conciencia de amenazas y peli-
gros cada vez más sofisticados e indeterminados que afectan a la vida humana, y
si los sujetos de la sociedad del riesgo son definidos en términos de dicha toma
de conciencia, ¿no significa esto que la sociedad del riesgo también implica for-
mas cada vez más variadas y sofisticadas de producción y reproducción de desi-
gualdades sociales? ¿Cómo podría alcanzarse un nivel adecuado de toma de con-
ciencia y participación de la población, por ejemplo en la gestión de cuencas o
en la gestión de los servicios de agua potable, drenaje urbano y saneamiento, en
vista de la creciente cantidad y complejidad de la información en los campos de
conocimiento relevantes? ¿No significa esto también que, en los escenarios pre-
visibles, tanto el impacto real de los peligros y amenazas así como el espectro
cada vez más amplio de sus posibles trayectorias tenderá a seguir (predecible-
mente) un patrón de distribución muy sesgado, tal como lo sugieren las conse-
cuencias de la mayoría de los grandes desastres tales como inundaciones, sequías,
interrupciones masivas de los servicios de agua y saneamiento, o la persistencia
de elevados grados de morbi-mortalidad relacionados con la carencia o deficien-
cia de servicios esenciales, que normalmente afectan en especial a los sectores
más indefensos de la sociedad? ¿Qué relación existe entre el modelo idealizado
de la gobernabilidad democrática tal como se lo presenta en la literatura y las
prácticas concretas de los actores sociales que forman parte del entramado de la
gobernabilidad (el Estado, el sector privado orientado al mercado y la sociedad
civil)? Por otra parte, y retomando el caso específico que analizamos en este tra-
bajo, ¿cuáles son las implicaciones del modelo implementado en el sector del
agua en México desde los años ochenta en relación con la promoción de la par-
ticipación social con el objeto de reducir la desigualdad y aumentar la eficiencia
en la gestión del agua y sus servicios? ¿Hasta qué punto las estrategias del Esta-
do por promover la participación pueden generar las condiciones de inclusión
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9 Marshall elaboró lo que se ha convertido en el modelo clásico para el estudio sociológico
de la ciudadanía y sugirió que existen tres tipos principales de derechos: civiles, políticos y socia-
les (Marshall, 1992).
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necesarias para el ejercicio sustantivo de los derechos ciudadanos? ¿En qué me-
dida dichas estrategias representan solamente un intento por parte del Estado por
crear condiciones de legitimidad para su política de reforma?

En este sentido, se reconoce crecientemente que, contrariamente a lo predi-
cado por el modelo de la gobernabilidad democrática que ha acompañado a los
programas de reforma estatal desde mediados de los años ochenta, los procesos
reales han conducido a un incremento sustantivo de la desigualdad económica y
social en los países en desarrollo, y particularmente en América Latina, agudizan-
do las asimetrías de poder ya existentes. Según el Banco Interamericano de De-
sarrollo, a fines de la década de los noventa América Latina era la región más de-
sigual del mundo (IDB, 1998), una tendencia que se ha confirmado desde
entonces (Perry et al., 2003). Con frecuencia, lo que en la retórica de estos pro-
gramas se denomina “participación ciudadana”, en la práctica se ha reducido a
una expectativa de obediencia por parte de la población a decisiones tomadas sin
el debido debate público, las cuales normalmente se presentan como hechos
consumados. Existen numerosos ejemplos de lo anterior, entre los cuales resalta
por su brutalidad el caso boliviano, donde se ha intentado implementar reformas
que alienan a amplios sectores de la población y que han producido una serie de
verdaderas explosiones sociales. En marzo del año 2000, una movilización popu-
lar en contra de la privatización de los recursos hídricos y de los servicios de
agua esenciales en Cochabamba obligó a la renuncia del gabinete federal en su
conjunto, con la sola excepción del presidente de la Nación, Hugo Bánzer (Lau-
rie, et al., 2003). Al momento de escribirse este artículo, octubre de 2003, una
revuelta social sin precedentes en el último medio de siglo en ese país ha tenido
entre sus causas la protesta por la política de privatización del agua y el gas, con-
ducida por el gobierno federal sin atender a la opinión y preferencias de amplios
sectores del país, uno de los más pobres de América Latina, llevando a la renun-
cia de la mayor parte del gabinete y finalmente del presidente Sánchez de Lo-
zada. Otros ejemplos, menos dramáticos desde la perspectiva de la pérdida de
vidas humanas pero no por ello menos sustantivos, han tenido lugar en un nú-
mero creciente de países en desarrollo, incluyendo Argentina, Brasil, México,
Panamá y Perú, entre otros casos latinoamericanos, donde el común denomina-
dor es la movilización de la población, con métodos muy variados, en respuesta
a la falta de canales adecuados de participación por medio de los cuales poder
ejercer sus derechos ciudadanos.

LA PARTICIPACIÓN INSTITUCIONALIZADA: ALGUNAS REFLEXIONES FINALES

Si bien las reformas iniciadas en el sector del agua desde la década de los ochen-
ta en México han estado formalmente orientadas a promover y facilitar la par-
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ticipación social en la gestión del recurso y en la resolución de los conflictos en
torno a dicha gestión y a la de los servicios de agua y saneamiento, en la prácti-
ca dichas políticas no han logrado el impacto esperado. Como ilustramos con
el ejemplos de la política de promoción de la participación implementada por el
gobierno en el sector del agua, en gran medida el modelo de participación pro-
puesto se limita a la creación de instancias consultivas conformadas por actores
individuales e institucionales de relevancia social, pero sin crear todavía canales
institucionales estables, confiables y eficientes que permitan a la población hacer
un ejercicio sustantivo de los derechos ciudadanos en el control democrático
de la gestión del recurso y sus servicios. Cuando estos canales existen, con fre-
cuencia su existencia se limita a las coyunturas político-electorales, de duración
efímera, que no se cristalizan en instituciones de protección a los derechos ciu-
dadanos y que pronto dejan lugar al retorno de las viejas formas clientelares.

Un ejemplo de esto último se da en la Zona Metropolitana de la Ciudad de
México, y especialmente en el Distrito Federal, donde con el recambio político-
institucional en la década de los noventa se comenzó a poner en prática una se-
rie de políticas institucionales sui generis en respuesta a la creciente demanda ciu-
dadana por soluciones originales que permitieran garantizar la gobernabilidad
necesaria para la vida urbana civilizada. Sin embargo, con el paso del tiempo se
ha producido un resurgimiento aggiornado de métodos de cooptación y control
de la participación social por parte del Estado, como por ejemplo la combina-
ción de la figura del líder gestor (surgido en el marco del modelo corporativo)
con la del sistema de partidos tal como se da en la búsqueda y promoción por
parte de las autoridades de líderes-gestores de las demandas ciudadanas que sean
afines al gobierno local. De este modo, en la selección de estos agentes se prio-
riza la labor de los militantes del partido oficial y en caso de que surjan deman-
das cívicas independientes o dirigidas por otro partido, se busca crear liderazgos
paralelos que recojan las banderas de la población. De esta manera, se continúa
desestimando la participación social sustantiva y autónoma en el diseño y ejecu-
ción de políticas sociales novedosas, en la labor vecinal local y en el trabajo co-
munitario constructivo, y se cae en un modelo que sólo responde a presiones po-
líticas ejercidas directamente desde el centro del sistema de poder, creando una
pauta mediante la cual el gobierno de la ciudad se mueve al ritmo de las mani-
festaciones encabezadas por algunos sectores sociales que reciben trato especial
(Carrión, 1986, pp. 69-80).

Como estos ejemplos lo demuestran, debe hacerse una distinción clara en-
tre las formas de participación institucional promovidas por las autoridades y las
formas de participación ciudadana más autónomas. En la primera categoría se
puede enumerar estructuras de participación tales como comités de vecinos de
manzanas, de colonias, de subdelegaciones y delegaciones, así como comisiones
de planeación en las que participan urbanistas y diferentes profesionistas.Todas
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estas organizaciones vecinales y comunitarias demandan bienes y servicios urba-
nos, atienden las demandas más inmediatas de la ciudadanía y son sus interme-
diarios ante el gobierno local. Sin embargo, crear vías institucionales para la par-
ticipación social no garantiza que los ciudadanos sean protagonistas del diseño y
formulación de las políticas locales. Por el contrario, muchas veces dichas ini-
ciativas son solamente estrategias para legitimar las políticas formuladas por la
burocracia, tanto del gobierno local como de otras instancias del gobierno (Zic-
cardi, 1998, pp. 28-29).

Por otra parte, la incapacidad de los gobiernos de turno para encontrar so-
luciones a través de la participación social genuina y que no pasen meramente
por el disciplinamiento de la sociedad y por la exigencia de obediencia a las de-
cisiones tomadas por las autoridades y por los expertos, continúa generando di-
versos tipos de conflictos, en su mayoría resultantes de las presiones de la pobla-
ción que continúa resistiendo la política de la desigualdad a la que ha sido
sometida históricamente. La búsqueda de soluciones necesariamente debe pasar
por una combinación de liderazgos políticos, sociales y técnicos con la creación
de consensos alrededor de las políticas y estrategias de acción propuestas, toman-
do en cuenta el juego de las fuerzas sociales y políticas así como también la efi-
ciencia de sus formas de organización y de articulación de intereses. La diversi-
dad de la sociedad mexicana obliga imperiosamente a la superación de las formas
históricas de participación vertical, organizadas funcionalmente a partir de las es-
tructuras corporativas, y a una convocatoria a formas de participación más inclu-
yentes, que permitan canalizar la presión social por mejores condiciones de vida
en formas más humanas, civilizadas, y equitativas. En este sentido, la diversidad
de costumbres y modos de vida de la población exige también un esfuerzo pa-
ra llegar a un conocimiento más riguroso de las preferencias y necesidades cul-
turalmente específicas de los distintos grupos sociales, tomando en cuenta que
los llamados a la participación tienen un fuerte peso sobre las identidades colec-
tivas y tienden a promover los valores de la solidaridad social y a movilizar recur-
sos locales. Es necesario buscar la integración de las preferencias específicas de las
comunidades para evitar el error histórico de la imposición autoritaria de mo-
delos y prácticas carentes de legitimidad y, consecuentemente, condenados al fra-
caso y a la desobediencia civil.

SIGLAS

ANEAS Asociación Nacional de Empresas de Agua y Saneamiento
SARH Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos
SEDUE Secretaría de Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología
Semarnap Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca
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Semarnat Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
SEP Secretaría de Educación Pública
TEC Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey
UNAM Universidad Nacional Autónoma de México
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